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SENTENCIA 

 

 En San Juan, Puerto  Rico, a 30 de diciembre de 

2019. 

Comparece la señora Elizabeth Cuevas Medina (en 

adelante, señora Cuevas Medina o apelante), y nos 

solicita que modifiquemos la Sentencia dictada el 19 de 

junio de 2018 por el Tribunal de Primera Instancia, Sala 

Superior de Utuado, y notificada el 3 de junio de 2019.1  

Contando con el beneficio del alegato de la parte 

apelante y la transcripción de la prueba oral, estamos 

en posición de resolver. 

I. 

El 18 de mayo de 2016, la señora Cuevas Medina 

presentó una Demanda en Partición de Herencia2 contra 

Ada Emma Rosado Medina, Violeta Ramos Medina, Migdalia 

Ramos Medina, Zoraida Ramos Medina, Ricardo Antonio 

                                                 
1 La notificación fue posteriormente enmendada en cumplimiento con 

el Mandato de un panel hermano de este foro (Sentencia Caso Núm. 

KLAN201801057) para que la Sentencia dictada fuese notificada 

mediante edicto, según requerido por las Reglas de Procedimiento 

Civil. 
2 Apéndice del recurso, págs. 54-57. 
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Rosado Medina, Yolanda Ramos Medina y Orlando Ramos 

Medina. La misma fue enmendada posteriormente en dos 

ocasiones.3 La señora Cuevas Medina solicitó la 

partición y adjudicación de la herencia correspondiente 

a la Sucesión de su madre, la señora Josefa Medina 

González y la venta del inmueble del caudal relicto. 

También alegó que existían unas deudas y créditos a su 

favor, y que una de las codemandadas4 usaba y disfrutaba 

del bien inmueble parte del caudal relicto sin pagar 

renta, la cual había sido requerida y adeudada a los 

demás herederos.  

Los codemandados fueron debidamente emplazados y 

nunca comparecieron al pleito, por lo que el Tribunal 

les anotó la rebeldía. Así las cosas, el 27 de febrero 

de 2018 se celebró una Vista en Rebeldía. Durante la 

misma, la señora Cuevas Medina brindó su testimonio y 

ofreció amplia prueba documental.  

 El 19 de junio de 2018, el Tribunal dictó una 

Sentencia5 mediante la cual emitió varias 

determinaciones de hechos, entre las cuales destacamos 

las siguientes: 

1. Las partes en el presente caso son dueños 

en común proindiviso, de los siguientes 

bienes: 

 a. RÚSTICA: […] 

 b. Cuenta de ahorro […] 

2. La antes descrita propiedad la adquirió, 

en su totalidad, la señora Josefa Medina 

González […] 

3. La causante falleció intestada en Utuado, 

Puerto Rico, el 9 de agosto de 2014, estando 

soltera por divorcio. 

[…] 

10. La demandante no presentó prueba de la 

capacidad económica de la causante Josefa 

Medina González antes de su fallecimiento.  

                                                 
3 Íd., págs. 46-53. 
4 Migdalia Ramos Medina. 
5 Íd., págs. 7-13. 
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11. La demandante se negó a presentar los 

estados de cuenta solicitados, ya que ésta 

alegó que los mismos contienen información 

personal de ella y su esposo.  

12. Se toma conocimiento judicial del caso L 

PE2017-0013, Elizabeth Cuevas Medina y Otros 

v. Migdalia Ramos Medina, sobre desahucio en 

precario. Dicha causa de acción se declaró 

No Ha Lugar por existir conflicto de título.  

[…]6 

 

 Mediante su dictamen, el Tribunal determinó que la 

señora Cuevas Medina no demostró que le hubiese dado 

dinero a su señora madre en calidad de préstamo, de 

manera que subsistiera una deuda a su favor luego de su 

fallecimiento. Señaló que las notas hechas por la 

causante en varios documentos, incluyendo una carta 

autorizando a la señora Cuevas Medina a representarle, 

no mencionaban la existencia de deuda alguna o de un 

acuerdo entre ellas a esos efectos. En cuanto a los 

créditos solicitados por la señora Cuevas Medina en 

concepto de gastos incurridos a favor de la Sucesión, el 

Tribunal excluyó lo siguiente:  

i) estimados sin evidencia de pago; ii) 

recibos que no merecieron credibilidad sobre 

el gasto alegado; iii) recibos donde no se 

desprende que la demandante pagó dicho gasto; 

iv) gastos incurridos que no fueron en 

beneficio de la Sucesión; v) recibos 

originados sin identificar al suplidor del 

servicio; vi) recibos y facturas duplicadas.7 

Así pues, le reconoció el derecho a un crédito por 

$6,875.59. 

En cuanto a la renta adeudada por la codemandada 

Migdalia Ramos Medina, el Tribunal concluyó que dicha 

reclamación no tenía mérito. Ello, ya que determinó que 

de la prueba no surgió: “i) cuándo se le requirió a la 

codemandada […]que tenía que pagar renta alguna; ii) a 

cuanto ascendía el canon de arrendamiento; iii) y a 

                                                 
6 Íd., págs. 8-9. 
7 Íd., pág. 12. 
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partir de qué fecha la codemandada tenía que pagar renta 

sobre dicha propiedad.”8 

Por último, el Tribunal ordenó la venta del 

inmueble del caudal relicto en pública subasta. Ordenó 

que, de lo obtenido mediante la misma, se le acreditara 

$6,875.59 a favor de la señora Cuevas Medina, y el 

remanente, junto con lo depositado en la cuenta bancaria 

de la causante, fuese distribuida en partes iguales 

entre los herederos. También impuso costas a favor de la 

parte demandante. 

El 3 de junio de 2019, luego de varios tramites 

procesales, incluyendo la presentación de un recurso de 

apelación que fue desestimado por falta de 

jurisdicción9, el Tribunal notificó la Sentencia 

Emendada, para su publicación mediante edicto.  

Inconforme, la señora Cuevas Medina presentó su 

recurso de apelación el 8 de julio de 2019. Mediante el 

mismo, señala que el Tribunal de Primera Instancia 

cometió los siguientes errores: 

Primer Error Señalado: Erró el TPI al 

concluir que no procede el pago de la renta 

por parte de la coheredera Migdalia Ramos 

Medina porque no se probó ni con las 

alegaciones en la demanda ni con la prueba 

presentada cuando se le requirió, a cuanto 

ascendía el canon de arrendamiento y a partir 

de qué fecha debía pagarse.  

Segundo Error Señalado: Erró el TPI al 

concluir que la Apelante no probó que el 

dinero pagado por esta en beneficio de la 

causante fuera en calidad de préstamo.  

Tercer Error Señalado: Erró el TPI al no 

concederle a la Apelante los créditos 

reclamados del dinero invertido por ésta en 

beneficio de la Sucesión.  

Cuarto Error Señalado: Erró el TPI en 

rechazar los créditos reclamados por la 

apelante sin identificar que recibo eran 

rechazado porque eran estimados sin evidencia 

de pago; cuales recibos no merecieron la 

                                                 
8 Íd., pág. 13. 
9 Véase nota al calce núm. 1. 
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credibilidad sobre el gasto alegado; ni 

cuales de los gastos incurridos entendió ese 

TPI que no eran beneficio de la sucesión; ni 

cuales recibos no identificaban al suplidor 

del servicio; tampoco identificó cuales 

recibos y facturas entendió el TPI que 

estaban duplicadas.  

Quinto Error Señalado: Erró el TPI al 

concluir que no procede el pago de la renta 

por parte de la coheredera Migdalia Ramos 

Medina porque no se probó ni con las 

alegaciones en la demanda ni con la prueba 

presentada cuando se le requirió, a cuanto 

ascendía el canon de arrendamiento y a partir 

de que fecha debía pagarse.  

Los apelados no presentaron escrito en oposición. 

Luego de varios trámites procesales, incluyendo la 

presentación de la transcripción de la prueba oral, 

examinamos el expediente ante nuestra consideración y 

estamos en posición de resolver. 

II. 

A. Partición Hereditaria 

Nuestro Código Civil define la sucesión como “la 

transmisión de los derechos y obligaciones del difunto a 

sus herederos.” 31 LPRA sec. 2081. Cuando haya más de un 

heredero llamado a la herencia, se constituye una 

comunidad hereditaria. Vega Montoya v. Registrador, 179 

DPR 80, 88 (2010). Una de las características 

principales de la comunidad hereditaria es que la misma 

es forzosa. Kogan v. Registrador, 125 DPR 636, 651 

(1990). Ello será así, independientemente de la voluntad 

de los interesados, siempre y cuando más de un heredero 

sea llamado a la sucesión. J. Castán Tobeñas, Derecho 

civil español, común y foral, 9na ed., Madrid, Ed. Reus, 

1989, T. VI, Vol. 1, pág. 312. Vega Montoya v. 

Registrador, supra. 

Sin embargo, otra característica de la comunidad 

hereditaria es que la misma es transitoria, pues nuestro 

Código Civil establece que ningún coheredero estará 
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obligado a permanecer en comunidad de manera indefinida 

ni a estar sometido a la indivisión, siempre y cuando el 

causante no lo haya dispuesto expresamente. 31 LPRA 

secs. 2871. La comunidad tendrá su fin a partir de la 

división o partición de la herencia. Cintrón Vélez v. 

Cintrón de Jesús, 120 DPR 39, 48 (1987). Ello se logra a 

través de la liquidación del patrimonio del causante y 

la adjudicación de los bienes a los herederos según 

corresponda. Íd., a las págs. 48-49; Vega Montoya v. 

Registrador, supra.  

Así pues, cualquier heredero que tenga la libre 

administración y disposición de sus bienes podrá pedir 

la partición del caudal hereditario. 31 LPRA sec. 2872. 

Ello podrá hacerse de dos maneras: (1) 

extrajudicialmente, donde no interviene un Tribunal y 

hay un acuerdo unánime entre los herederos cuando el 

causante no lo haya dispuesto o encomendado a otro a 

hacerlo, 31 LPRA sec. 2877; y (2) judicialmente, 31 LPRA 

sec. 2878. Dicho eso, nuestro Código Civil reconoce que 

los gastos de partición incurridos en beneficio de la 

comunidad hereditaria se deducirán del caudal 

hereditario, mientras que aquellos hechos en interés 

particular de cada uno de ellos serán a cargo de este. 

31 LPRA sec. 2883.  

B. Deferencia Judicial 

Es preciso destacar que los foros apelativos, de 

ordinario, no debemos intervenir con las decisiones 

discrecionales que efectúa el Tribunal de Primera 

Instancia, salvo que se demuestre que hubo un craso 

abuso de discreción, prejuicio, error manifiesto o 

parcialidad. SLG Zapata-Rivera v. J.F. Montalvo, 189 DPR 

414, 435 (2013); Trans-Oceanic Life Inc. v. Oracle 

javascript:citeSearch('31LPRA2871',%20'MJPR_LPRA2007')
javascript:citeSearch('31LPRA2871',%20'MJPR_LPRA2007')
javascript:citeSearch('31LPRA2871',%20'MJPR_LPRA2007')
javascript:citeSearch('31LPRA2871',%20'MJPR_LPRA2007')
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Corp., 184 DPR 689, 709 (2012); Lluch v. España Service 

Sta., 117 DPR 729, 745 (1986). Lo anterior se asienta en 

el fundamento de que los tribunales revisores no deben 

sustituir su criterio por el del foro sentenciador, pues 

estos últimos tienen una amplia discreción en el manejo 

y administración de los casos que se ventilan ante 

ellos.   

Dicha normativa tiene su génesis en el principio de 

brindarle deferencia a un proceso ocurrido 

principalmente ante los ojos del juzgador de instancia, 

quien percibe directamente el comportamiento de los 

testigos al declarar y adjudica la credibilidad que 

entiende merecen. SLG Rivera Carrasquillo v. AAA, 177 

DPR 345, 357 (2009). Debemos tener en mente que, 

contrario al Tribunal de Primera Instancia, este foro 

apelativo cuenta solamente con récords mudos e 

inexpresivos. Debido a que es el Tribunal de Primera 

Instancia que aquilata la prueba testifical ofrecida y 

le adjudica la credibilidad que entiende merece, dichas 

determinaciones merecen deferencia. Trinidad v. Chade, 

153 DPR 280, 291 (2001). Ello queda reforzado por la 

Regla 42.2 de Procedimiento Civil, que establece que las 

determinaciones de hechos basadas en testimonio oral, no 

se dejarán sin efecto a menos que sean claramente 

erróneas. Regla 42.2 de las Reglas de Procedimiento 

Civil, 32 LPRA Ap. V, R. 42.2. 

El Tribunal Supremo de Puerto Rico ha expresado en 

múltiples ocasiones “que la tarea de determinar cuándo 

un tribunal ha abusado de su discreción no es una 

fácil”. SLG Zapata-Rivera v. J.F. Montalvo, supra, pág. 

434. Por tal razón, los tribunales tienen la labor de 

aplicar al discernimiento judicial una forma de 
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razonabilidad la cual resulte en una conclusión 

justiciera. SLG Zapata-Rivera v. J.F. Montalvo, supra, 

pág. 435; IG Builders et al. v. BBVAPR, 185 DPR 307, 338 

(2012). Esta norma cimentada sobre la base de la 

razonabilidad delimita el alcance de las funciones de 

revisión del Tribunal de Apelaciones, por lo que, si el 

foro primario abusa de su discreción, el foro apelativo 

intervendrá. Véase, Trans-Oceanic Life Inc. v. Oracle 

Corp., supra. 

III.  

Como primer señalamiento de error, la apelante 

sostiene que el Tribunal incidió al concluir que no 

procedía el pago de renta por parte de la coheredera 

Migdalia Ramos Medina, quien ocupaba el bien inmueble 

que forma parte del caudal hereditario. Aduce que 

durante la vista que fue celebrada se presentó una carta 

con fecha del 14 de agosto de 2015, demostrativa de 

ello. En cuanto a la misma, reconoce que no se desprende 

cuándo por primera vez se le requirió el pago de renta 

ni cuánto adeudaba a la fecha de la carta, pero sostiene 

que la fecha mínima para el Tribunal haber tomado en 

consideración el cómputo de los pagos debidos era 

aquella indicada en la carta.  

 De una revisión de dicha carta10, se desprende que 

la misma contiene un inciso número 4 que indica lo 

siguiente: “Término de vivir en la casa, se te dio hasta 

julio para salir de la residencia y aparentemente no lo 

has hecho, lo que va a traer consecuencias legales.”11 

El inciso número 5 continúa indicando que:  

Decisión de abogado, he tomado la decisión 

que la ley me garantiza y he contratado un 

                                                 
10 Apéndice del recurso, págs. 259-260. 
11 Énfasis en el original. 
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abogado para una demanda civil desalojo de 

la casa. También tengo en mis manos el 

derecho de pedirle al Honorable Tribunal que 

nos conceda y que pagues los meses que has 

vivido en la casa por la cantidad de $425.00 

por mes.12 

 Contrario a lo alegado por la apelante, de lo 

anterior no se desprende que la carta enviada a la 

coheredera fuese demostrativa de un acuerdo alcanzado 

entre las partes en cuanto al arrendamiento de la 

propiedad inmueble. De la misma tampoco surge cuándo y 

por qué cuantía se acordó el alegado pago por renta del 

inmueble, sino más bien una cuantía que la apelante 

alegó le solicitaría al Tribunal en concepto de ello. 

Por lo tanto, no encontramos que el foro apelado haya 

errado al determinar que la apelante no demostró que 

procedía el cobro de la renta por parte de la 

coheredera. 

 Como segundo señalamiento de error, la apelante 

aduce que el foro de instancia erró al determinar que no 

se demostró que el dinero pagado por ella en beneficio 

de la causante, mientras ésta vivía, fuese en calidad de 

préstamo. Arguye que ello quedó demostrado con el 

documento suscrito por la causante el 21 de mayo de 

201113 y el testimonio de la apelante. 

 De una revisión de referido documento, se desprende 

que el mismo es una autorización escrita de la causante 

para que la apelante fuese su representante legal y 

estuviese al tanto de sus asuntos legales. En ninguna 

parte del documento se menciona que la apelante estaba 

dándole dinero en calidad de préstamo para pagar asuntos 

de la causante. Por lo tanto, la única prueba ofrecida 

                                                 
12 Íd. 
13 Apéndice del recurso, pág. 321. 
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para establecer lo alegado por la apelante fue su 

testimonio.  

En el presente caso, el Tribunal determinó que no 

se probó que el dinero brindado a la causante por la 

apelante fue en calidad de préstamo, por lo que podemos 

inferir que no le brindó credibilidad al testimonio de 

la apelante en cuanto a ese particular. Del expediente 

no se desprende que el Tribunal haya actuado con 

prejuicio o parcialidad en su determinación. Debido a 

que fue dicho foro quien pudo apreciar directamente el 

testimonio de la apelante, no debemos intervenir con su 

apreciación de este. Por lo tanto, no se cometió el 

segundo error alegado. 

 Por estar relacionados, discutiremos el tercer y 

cuarto error conjuntamente. Mediante los mismos, la 

apelante sostiene que el Tribunal erró al no concederle 

unos créditos reclamados por ella como dinero pagado en 

beneficio de la Sucesión. Además, alega que incidió al 

no especificar la razón particular por la cual no se 

concedió cada recibo o partida. La apelante arguye que 

la prueba demostró que ella informaba a los herederos 

sobre los gastos incurridos y que ninguno de ellos 

presentó objeción alguna a los mismos. Sostiene que los 

gastos reclamados fueron necesarios y útiles para 

proteger y darle mantenimiento al inmueble que forma 

parte del caudal hereditario.  

 De la Sentencia emitida por el Tribunal surge que a 

la apelante se le concedió un crédito por varias 

partidas solicitadas. Sin embargo, durante la vista 

celebrada, la apelante admitió que a pesar de que se le 

requirió producir sus estados de cuenta, ella no quiso 
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hacerlo.14 De una revisión de la prueba documental 

ofrecida, se desprende que varias de las partidas que no 

fueron concedidas como crédito a la apelante estaban 

basadas en documentos donde el Tribunal no pudo 

cerciorarse de que lo pagado era en beneficio de la 

Sucesión o que en efecto fue pagado por la apelante.15 

Además, a pesar de que la apelante no lo menciona en su 

recurso, debemos recordar que el Tribunal no concedió 

algunas partidas reclamadas porque determinó que no eran 

gastos incurridos para el beneficio de la Sucesión, lo 

cual comprobamos mediante la revisión de la prueba 

documental.  

Por lo tanto, en vista de que la apelante se negó a 

producir los estados de cuenta donde se podía verificar 

que en efecto fue ella quien pagó las partidas 

solicitadas, y el hecho de que de los documentos no se 

desprende evidencia concreta de que en efecto se 

incurrió en el gasto o que lo pagado había sido en 

beneficio de la Sucesión, el Tribunal no erró en su 

proceder. Tampoco encontramos que la manera del Tribunal 

disponer del asunto fuese irrazonable, pues la prueba 

documental presentada como parte de la reclamación de la 

apelante era amplia y resultaba oneroso fundamentar cada 

una de las partidas denegadas. 

 Como quinto y último señalamiento de error, la 

apelante alega que el Tribunal incidió en su apreciación 

de la prueba documental y testifical. Según indicamos 

mediante la discusión de los errores esbozados 

anteriormente, del expediente no surge que el Tribunal 

                                                 
14 Transcripción de la Prueba Oral (TPO), págs. 142-143. 
15 Algunos documentos eran estimados sin evidencia de pago, recibos 

con cuantías no visibles, recibos donde no se puede percibir la 

cuenta utilizada como método de pago, recibos donde no se puede 

apreciar lo que fue comprado, entre otros. 
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haya actuado con prejuicio o parcialidad en su 

apreciación de la prueba. El Tribunal tomó en 

consideración toda la prueba documental aportada y el 

testimonio de la apelante, y dirimió la misma, 

otorgándole el peso y credibilidad que entendía 

necesario. Como foro apelativo, no debemos intervenir 

con lo determinado por el Tribunal de Primera Instancia, 

excepto si se percibiera un abuso de discreción, 

prejuicio, parcialidad o error manifiesto. En el 

presente caso, del expediente no surge que ello haya 

ocurrido, por lo que no vemos razón que justifique 

nuestra intervención con la apreciación de la prueba 

hecha por el foro apelado. 

En vista de todo lo anterior, colegimos que los 

errores señalados no fueron cometidos. Por lo tanto, no 

vemos justificación alguna para intervenir con el 

dictamen apelado.  

IV. 

Por los fundamentos que anteceden, se confirma el 

dictamen apelado. 

Notifíquese.  

Lo acordó y manda el Tribunal y lo certifica la 

Secretaria del Tribunal. 

 

 

LCDA. LILIA M. OQUENDO SOLÍS 

Secretaria del Tribunal de Apelaciones 


